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INTRODUCCION 


El catálogo para la concurrencia á la Exposición Colonial que 
tendrá lugar en la culta Ciudad de AmsLerdam, contiene entre 
las materias que van á ser objeto de examen en esa cita de la 
ciencia, de las artes, de la industria y del comercio, la de la 
organización de la justicia en cada uno de los países que acu¬ 
dan á la misma con sus trabajos y productos. Esta parte judicial 
se halla consignada en el grupo 2.° del referido catálogo, clase 
13. a , letra I)., en los siguientes términos:—«JUSTICIA.—Usos y 

COSTUMBRES, I.EYES, BANDOS, EDICTOS ETC.— Noticias dlVCTSaS Sobre 

la justicia indígena, juicios de Dios etc.—Herramientas y objetos 
relacionados con esto.—Dibujos y modelos de castigo y tortura .» 

Al tratarse de formar concepto del estado de cultura y adelantos 
de las Naciones y sus Colonias invitadas á representación en concurso 
tan científico, es natural se desée apreciar la sublime institución 
de la justicia y su administración, verdad de sentimiento aquella 
y esta ó sea su aplicación, escudo de la humanidad en sus re¬ 
laciones sociales. 
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Los descubrimientos que ;i fines del siglo XV inició el in¬ 
mortal genio de Cristóbal Colon y que durante el XVI dieron 
tan excelso renombre á Hernán Cortés, Francisco Pizarro, Her¬ 
nando Magallanes, Miguel López de Legaspi, Juan Sebastian de 
Elcano y P. Fr. Andrés de Urdaneta, agregaron á España mi¬ 
llones de seres que sumidos en las tinieblas de la ignorancia y 
del salvajismo, sin más idea por tanto de su dignidad propia y 
organización social que la ley del más fuerte, les proporcionó se 
les abrieran las puertas de la civilización para llegar á sentir la 
prosperidad y bienestar inherentes á la práctica de las virtudes 
cívicas y religiosas. Oran transición por cierto la de estar vi¬ 
viendo en tal rudeza natural y pasar á perfeccionarse en su razón, 
á experimentar los nobles instintos de la humanidad, el desarrollo 
de sus facultades y poder en su consecuencia ser útiles á las 
ciencias, artes é industrias, al mismo tiempo que con la unión 
de leyes dictadas, creencias y costumbres adquiridas, formar dis¬ 
tintos pueblos que podían llegar á ser conocidos en todo el ámbito 
del mundo. 

Dos períodos bien determinados han ofrecido los descubri¬ 
mientos realizados por las naciones del viejo continente en la 
América, el Asia y la Oceania: el primero, de atracción al reco¬ 
nocimiento de la soberanía de la nación de los descubridores, 
y el segundo, el de dar á los sometidos una buena administra¬ 
ción, garantía la más segura de afianzamiento. 

En estos descubrimientos y al lado de los genios á quienes 
se deben, dos fueron los héroes en dicho primer período: el sol¬ 
dado que impulsado por su sangre presentaba su pecho en inex¬ 
pugnable baluarte pues lo sostenía hasta morir y el misionero 
católico que con su cruz y estandarte, sucumbía también por con¬ 
seguir que el catolicismo se estendiera en el suelo que nueva¬ 
mente se conocía. En el segundo hubo de unirse á ellos el 
hombre de letras, de ciencia y de administración; y si una sábia 
prudencia no hubiera existido al empezar á legislarse para seres 
agregados á antiguas nacionalidades, podían haber quedado inú¬ 
tiles los inmensos sacrificios que habían costado sus descubri¬ 
mientos y conquistas. 

De la antigua Roma se dice, que sometía á los pueblos que 
dominaba por la fuerza de sus armas y los conservaba por la 


perfección de sus leyes; y de un modo idéntico las naciones que 
lian hecho sus conquistas y creado por consecuencia de ellas la 
civilización en los pueblos conquistados, solo han podido cum¬ 
plir tan sublime fin, asegurando á la vez su propio poder, por 
medio de una buena Administración pública, centro impulsivo 
que comunica el movimiento de los diversos ramos en que se 
halla dividido su ejercicio, para así poder atender á los diferentes 
derechos y deberes de los asociados. Esta por consiguiente ha 
sido el cimiento para que dieran un resultado práctico y tangible, 
las esperanzas de los descubrimientos hechos de terrenos é indi¬ 
viduos desconocidos y en regiones por cierto en que la naturaleza 
se ostenta llena de bellas impresiones en su contemplación. 

Formando importantísima parte del régimen administrativo en 
general, la organización judicial, su más perfecto desarrollo ha 
significado para las nuevas sociedades, el adelanto de las mismas 
en la senda del progreso y de la moralidad. 

En estas islas Filipinas, muy especialmente, se puede observar 
lo que ha contribuido á su actual estado de prosperidad y de 
cultura,, la atención que siempre ha merecido á los Gobiernos de 
España cuanto se relaciona con el establecimiento y funciones de 
sus Tribunales de justicia. La bien pensada organización de estos 
y que corresponden á la división administrativa de municipios 
y provincias, en cuya cabecera ó capital funciona el juzgado de 
primera instancia; la del Tribunal Superior en el Archipiélago, que 
con el histórico y glorioso nombre de Audiencia reside en Manila; 
la alta inspección que ejerce el Gobernador general de las islas 
y las facultades que para los asuntos judiciales están además asig¬ 
nadas al primero de los Tribunales del Iíeino, el Supremo de Justicia 
en la capital de la Metrópoli, todos estos elementos imprimen una 
marcha activa y ordenada á los asuntos á que está llamado á co¬ 
nocer el poder judicial. 

Como queda consignado al principio de esta memoria, en el 
punto del Catálogo general que se cita, se demandan noticias di¬ 
versas sobre ¡a justicia indígena y escasas son las que respecto 
á estas islas pueden darse, en atención á que en este territorio 
judicial sus habitantes así españoles de origen peninsular, como los 
insulares de cualquier raza que sean, son regidos por las mismas 
leyes y juzgados por los tribunales constituidos. 
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Solo conservan sus costumbres primitivas en orden á la Ad¬ 
ministración de justicia, las tribus infieles salvajes que en algunos 
puntos del territorio existen y cuyo número no es considerable en 
relación con el de la totalidad de los habitantes del Archipiélago. 

Estos seres se van aminorando, mediante los esfuerzos de atrac¬ 
ción primero y en su defecto dé fuerza (pie los Gobernadores 
Superiores Capitanes Generales de estas islas vienen haciendo para 
someterlos á poblado y ¡i cuyas autoridades prestan siempre los 
Misioneros religiosos sus poderosos auxilios, hasta llegar á sacri¬ 
ficar sus vidas por conseguir allegarlos á las fuentes del cristia¬ 
nismo. 

l)e cuales sean esas costumbres y la forma con que dichos in¬ 
fieles obtienen la decisión de sus cuestiones, tanto de carácter civil 
c«ino penal, muy pocas noticias pueden suministrarse referentes á 
Injusticia, pues la situación de vivir los mismos en tribus ó agru¬ 
paciones que se conocen con el nombre de rancherías, alejados por 
tanto del trato social de los cristianos, en ese estado salvaje sin 
más religión que sus supersticiones ni más sociedad que la del bos¬ 
que, hace que su organización sea puramente rudimentaria, hija 
de las costumbres en que se convierten sus ideas y á las que se 
alienen para inandar entre ellos, en unos, el más fuerte, en otros 
el más anciano, constituir la familia, establecer las formalidades 
para contraer matrimonio, fijar la ostensión del poder del padre 
sobre la mujer ó hijos y relación de dependencia de estos para con 
sus mayores, y últimamente, partiendo de la base del derecho 
natural, en los hechos que consideran delitos, castigar á los de¬ 
lincuentes, pero con la penalidad sangrienta inherente á la situación 
de barbarie en que viven. Tal es el estado de dichas agrupaciones 
infieles que existen en estas islas y que no pueden ofrecer sobre las 
ideas de propiedad, de familia y de justicia, sino las imperfecciones 
descritas consiguientes á carecer de luz alguna de civilización. 

Las pruebas que con el nombre de Ordalías ó juicios de Dios 
y también llamadas vulgares, de las que según la historia del 
derecho se hizo us# en los siglos IX, X y XI, y que pueden 
reducirse á las del juramento, duelo, fuego, la del agua hirviendo 
(calderia) y fría, no son conocidas en estas islas, pues quedaron 
abolidas en el siglo XIII, ó sea mucho antes del descubrimiento 
de las mismas. 
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Corno cintos so h;i indicado, los habitantes de este Archipiélago 
cualquiera que sea su raza, viven bajo el amparo de las mismas 
leves; por lo que en primer lugar se mencionará la legislación propia 
del mismo, que formará una parte de esta memoria y en segundo 
se describirá la organización de los tribunales constituidos, que 
comprenderá otra parle; pero subdividiéndose ésta en secciones de¬ 
dicadas álos establecidos en los pueblos, á los de primera instancia, 
á los superiores y terminará con otra en la que se manifiesta el 
traje, insignias y tratamiento de los funcionarios de la Administra¬ 
ción de justicia. 



•> 


PARTE PRIMERA 


fegislacion ríe filipinas. 


isgun previene la Conslilucion del Estado de la 
í&W'/Sr»Monarquía Española de 30 de Junio de 1876, en 
' vo su artículo 89, las provincias de Ultramar serán 
gobernadas por leyes especiales, quedando el gobierno 
autorizado para aplicar á las mismas con las modifica¬ 
ciones que juzgue convenientes y dando cuenta á las 
Cortes, las leyes promulgadas para la Península. 

La razón de este principio fundamental de derecho 
político español, es altamente filosófica. Las condiciones 
climatológicas y de población en que se hallan las refe¬ 
ridas provincias y la misión eminentemente civilizadora 
que á las regiones Americanas y Oceánicas ha llevado 
España, exigen para la educación y perfeccionamiento 
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de sus pueblos, se legisle expresamente para los mis¬ 
inos. Por tanto, desde que las Islas Filipinas forman 
parle del territorio español, han sido regidas por las 
leyes para ellas dictadas. 

El gran número de cédulas, cartas, provisiones, ins¬ 
trucciones, autos de gobierno y otros despachos que para 
las indias se fueron publicando y la dificultad de (pie 
sin una exacta reunión de estas disposiciones fueran 
conocidas todas, dada la distancia de unas provincias 
á otras, dio lugar á que se pensase coleccionarlas debi¬ 
damente; trabajo interesante que alcanzó su término en 
el reinado de Carlos 11, publicándose la Recopilación que 
es generalmente conocida con el nombre de «Leyes de 
Indias,» cuya impresión ordenó dicho Soberano en 1." 
de Noviembre de 1081, incorporándose las cédulas, pro¬ 
visiones, acuerdos y despachos que convinieron y fueron 
necesarios para el Gobierno y Administración de justi¬ 
cia, Hacienda y Guerra, así como las demás materias 
(pie eran de la jurisdicción y cuidado del Consejo de 
Indias y convenientes para el despacho de los negocios. 
Tal compilación pues, forma, lo (pie puede llamarse la 
base del derecho escrito de las provincias españolas de 
Ultramar. 

Divídese en cuatro tomos subdivididos en nueve li¬ 
bros que corresponden al orden de materias de (pie se 
ocupa cada uno de los misinos. 

En lo que no se halla decidido por las mencionadas 
leyes recopiladas y por las que posteriormente se han 
ido promulgando para ser cumplidas en las provincias 
de Ultramar, se observan las de Castilla como así lo pre¬ 
ceptúan expresamente las 1.“ y 2." til. 1.° lili. 2.° y otras 
del referido Código Indiano; bajo cuya antigua denomi¬ 
nación «le leyes de Castilla, deberá entenderse lasque en 
la actualidad constituyen el derecho general de España. 

El desarrollo y creciente prosperidad de las islas \ 
las necesidades que así en lo referente á la Administra¬ 
ción de justicia como en lo que concierne á la económica 
y de gobierno se han dejado sentir desde que la pobla- 
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cion lia aumentado, la agricultura posesionándose de 
vastos terrenos antes incultos lia centuplicado el valor 
de sus productos, la industria en todos sus ramos ha 
adquirido campo eslenso para sus especulaciones y el 
indígena lia tenido medios que le han proporcionado 
educación moral é instrucción, estos adelantos han dado 
motivo á dictar multitud de disposiciones legales pos¬ 
teriores á las citadas Leyes de Indias, entre las que me¬ 
recen indicarse principalmente la Real Cédula de 20 de 
Julio de 1802, por la que se dispuso rigiera en este 
Archipiélago el código de Comercio publicado para la 
Península en 30 de Mayo de 1820; la también Real Cédula 
de 30 de Enero de 1833, estableciendo reformas en la 
Administración de justicia de las provincias ultrama¬ 
rinas; el Real decreto de 0 de Julio de 1800 y la Real 
orden de 18 de Octubre del mismo año, relativos á la 
aplicación en estas Islas del Código penal de 1830 á los 
empleados públicos que delinquieren en el ejercicio de 
sus funciones y linalmente el decreto de 1.° de Febrero 
de 1800 que ordena la refundición délos fueros especiales 
en el ordinario. 

La facultad que las referidas Leyes de Indias conce¬ 
dían para dictar autos acordados sobre materias de 
Administración de justicia, se sostuvo por la citada Real 
cédula de 30 de Enero de 1833, en cuanto no modifiquen 
las leyes vigentes y sean solamente interpretaciones de 
las mismas, ó prevenciones dadas á los Jueces subal¬ 
ternos para el mejor cumplimiento de ellas, en cuyo 
caso se publican y ejecutan desde luego; y si por objeto 
tuvieran dictar alguna medida que las necesidades de 
la propia administración reclamase, pero que alterasen 
ó modificasen la legalidad existente en algunos de sus 
preceptos, solo pueden publicarse y ser ejecutados des¬ 
pués de recaída la Real aprobación. 

La Audiencia de Manila en uso de tal concesión, lia 
dictado un gran númerodclos repetidos autos acordados, 
que junto con las Soberanas y superiores disposiciones 
que afectan particularmente al ramo de justicia se vie- 
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nen publicando, y de cuya obra, que puede decirse cons¬ 
tituye una continuación de las llamadas Leyes de Indias, 
existen cuatro lomos que con un apéndice forman cinco; 
hallándose dispuesto para publicarse el sexto, de los que 
se acompaña un ejemplar con esta memoria, así como 
de la mencionada Recopilación de Leyes de Indias y Es¬ 
tadísticas judiciales de los negocios despachados por la 
propia Audiencia durante un quinquenio. 


PARTE SEGUNDA 


Sección Primera. 


Tribunales de los pueblos. 


En cada uno de los pueblos del Archipiélago exisle 
un Juez local conocido desde los primeros tiempos de 
la dominación con el nombre común de gobernador- 
cilio, sin embargo que enlre los naturales tagalos está 
generalizado llamarle capitán. En su principio eran jefes 
de los indígenas que iban formando reducciones; pero 
conforme se fué desarrollando la administración, se au¬ 
mentaron sus obligaciones, siendo hoy agentes de la 
gestión económica, gubernativa y judicial. Contrayéndose 
á esta última el presente trabajo, á ella hay que atenerse 
para manifestar, que sus funciones las ejercen dentro 
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(le los límites de su pueblo, con jurisdicción propia li¬ 
mitada, correspondiéndole entender por razón de ésta; 
Primero: en los juicios verbales civiles entre los natu¬ 
rales, chinos y mestizos sangleyes hasta la cantidad de 
dos taeles de oro ó sean cuarenta y cuatro pesos. Segundo; 
en los de fallas de carácter criminal que se cometan 
por los mismos y que no dén lugar á imponer pena su¬ 
perior á la de diez dias de arresto ó mulla de cinco pesos. 
Tercero: en las actuaciones judiciales civiles de índole 
voluntaria que se hacen á petición de parte y sin que 
causen perjuicio á tercero. Cuarto: en la admisión de 
cualquiera clase de informaciones que se demanden 
hasta el auto de aprobación exclusive que es dictado por 
el Juez de primera instancia. Y quinto: en los asuntos 
de urgentísimo despacho que no dén tiempo á consulta 
como es la formación de un inventario y la prevención 
de una testamentaría. Casos son todos estos en los que 
conoce á prevención con el referido juez ordinario; esto 
es, ([ue la resolución en los dos primeros y la prosecución 
en los demás casos del negocio de que se Irala, corres¬ 
ponde al que antes haya lomado conocimiento del mismo. 

Además con dos testigos acompañados pueden auto¬ 
rizar instrumentos públicos, si se hallan los pueblos á 
más de dos leguas de la Cabecera (capital de la provincia), 
(jue de estar situados á menor distancia, no les com¬ 
prende tal autorización; y aún los facultados para ésta, 
se halla mandado por Real auto acordado de 31 de Agosto 
de 1860, sean remitidos al juzgado para su protocoliza¬ 
ción dentro de las primeras veinticuatro horas. 

Respecto á la jurisdicción delegada que también se 
les tiene conferida en su calidad de representantes de la 
Real jurisdicción ordinaria, es deber de los mismos 
cumplir y evacuar cuantas diligencias del orden judicial 
se les conlien y que son muchas por referirseá comisio¬ 
nes, diligencias, testimonios, informes, embargos y cap¬ 
turas. 

Procede de oficio ó á instancia de parle á formar las 
primeras diligencias de todo sumario, cuyo delito se 
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perpetrase en su radio jurisdiccional, deteniendo como 
es consiguiente á quien hubiere fundamento racional 
bastante para considerarlo ó presumirlo delincuente, así 
como practicar además cuantas diligencias le sean en¬ 
cargadas por delegación del Juez ordinario y en virtud 
de los despachos que este funcionario le dirija al efecto. 

Tales pedáneos tienen auxiliares subalternos en el 
ejercicio de sus atribuciones, como son los testigos acom¬ 
pañados que con él extienden y autorizan las actuaciones 
y uno que llaman su directorcillo que no hay inconve¬ 
niente sirva de intérprete en las diligencias que practican, 
bien en virtud de jurisdicción propia, bien en delegada. 
Cuentan con un número de alguaciles proporcionado 
para la ejecución de sus providencias; estándoles además 
subordinados como es consiguiente, lodos los oficiales 
de justicia á quienes puede encomendar, las comisiones 
que juzgue oportunas en asuntos del servicio. 

En las faltas que cometan las autoridades locales de 
(pie se trata, al ser auxiliares del juez ordinario de la 
provincia, son corregidas por éste con apercibimiento, 
imposición de costas y multas que no excedan de treinta 
pesos; correcciones (pie si bien impuestas de plano son 
apelables ante la Real Audiencia, lo mismo que lo son 
las sentencias de los propios jueces que pronuncian en 
las causas que les siguen por delitos perpetrados en el 
ejercicio de sus funciones. 

La elección de gobernadorcillo se verifica en los tri¬ 
bunales, edificio destinado á la municipalidad del pueblo 
y bajo la presidencia del Jefe gubernativo ó un delegado 
y con asistencia del Reverendo cura párroco, á quien se 
le invita para el caso. Para ser elegido tal funcionario, 
se requiere ser indio, mestizo de sangley, vecino del pue¬ 
blo, mayor de veinticinco años, haber sido teniente mayor 
6 cabeza de barangay (') saber leer y escribir, sin mala 
nota y con sus cuentas corrientes, no ser arrendatario 


(1) Institución antigua, pues es encargado do cuarenta y cinco ó cincuenta familias 
ü las (pie cobra el tributo para entregarlo a la Administración de Hacienda publica. 
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de los propios y arbitrios del pueblo, y oirás circunstan¬ 
cias que garantizan la moralidad y aptitud del elegido 
y cuya forma en que se practica la elección es peculiar 
de la parle administrativa económica. 

Por linde esta sección conveniente es se sepa, que los 
jueces pedáneos ó de pueblos de que nos estamos ocu¬ 
pando, con los que se titulan de sementeras, ganados y 
policia, tenientes de justicia y cabezas de barangay, son 
todos reunidos los que constituyen la llamada princi¬ 
paba del pueblo, ó sea la municipalidad. 


Sección Segunda 


Jueces de primera instancia. 


En cada una de las provincias del Archipiélago, reside 
un Juez de primera instancia que tiene á sn cargo la Real 
jurisdicción ordinaria, excepción hecha de la de Manila 
en la que atendida su importancia son cuatro los Juzgados 
y la de Iloilo en que existen dos. 

Treinta y siete son los Juzgados servidos por Jueces 
letrados, contándose además cinco gobiernos político- 
militares y las Comandancias de este carácter que con 
las atribuciones judiciales que se les tienen conferidas, 
desempeñan éstas, prévio asesoramiento de los funcio¬ 
narios letrados que al efecto les están designados y son 
los limítrofes á las provincias, á cuyos jefes de ellas ase¬ 
soran . 

Ros Juzgados de primera instancia están clasificados 
segnn su respectiva importancia, en las categorías de 
entrada, ascenso y término. Son de la primera los de An- 
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tique, I Uro tac viejo (provincia de Iloilo) Bohol, Cagayan, 
Calamianes, Cápiz, Cavile, Iloilo, Islas Batanes, Isla de 
Negros, Isabela de Luzon, Mindanao, Nueva Vizcaya, 
Samar, Snrigao y Zamboanga; debiéndose advertir que 
recientemente se ha creado el Gobierno 1*. M. del Valle 
de Cagayan, que comprende la provincia de este nombre 
y las indicadas de la Isabela y Nueva Vizcaya, creándose 
á la vez, en las tres, juzgados de primera instancia á los 
([ne se les ha conferido también funciones administra¬ 
tivas y de gobierno; y para desempeñar la parte militar 
de las mismas, se han establecido comandancias milita¬ 
res, estando sometidas estas lo propio que los jueces en 
órden á los ramos de administración, y de gobierno, á 
la inspección del referido Gobernador 1\ M. del Valle 
de Cagayan. 

Pertenecen á la segunda categoría ó sea de ascenso, 
los de Bataan, Camarines Norte, Camarines Sur, Cebú, 
Mindoro, Nueva Ecija, layabas y Zambales; y corres¬ 
ponden á la tercera de término, además de los cuatro 
existentes en Manila que son Intramuros, Binomio, 
Quiapoy 'fondo, los deAlbay, Patangas, Bulacan, llocos 
Norte, llocos Sur, Laguna, Pampanga y Pangasinan. 

Son atribuciones de los jueces de que se trata, conocer 
en primera instancia de todas las causas civiles y cri¬ 
minales correspondientes á la jurisdicción ordinaria, que 
ocurran dentro de su respectivo territorio; esceptuándose 
de esta regla no solamente los negocios que pertenecen 
á las jurisdicciones eclesiástica, de Guerra y de Marina, 
sino también los reservados á la Audiencia y al Tribu¬ 
nal Supremo de Justicia. 

Entienden además á prevención con los Gobernador- 
cilios ó Jueces locales de los pueblos correspondientes á 
la cabeza de partido, ó con exclusión de ellos, de los 
negocios que deban decidirse en juicio verbal; practicar 
á prevención con aquellos toda clase de informaciones 
que se les pidieren pertenecientes á la jurisdicción vo¬ 
luntaria, dictando en las mismas el auto de aprobación, 
sea que se hubiere admitido por los mismos ó por los 
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repelidos jueces locales; sustanciar y decidir en primera 
instancia, las causas contra los citados jueces por delito 
que cometan en el ejercicio de su jurisdicción. 

Las faltas que los jueces de primera instancia puedan 
cometer en el desempeño de sus cargos, son corregidas 
por la Audiencia que puede imponerles las advertencias, 
encargos ó apercibimientos oportunos, costas ó multa. 

De estas correcciones cuando de plano fueran impues¬ 
tas, puede el interesado recurrir en súplica á la misma 
Audiencia, la que con Magistrados distintos de los que 
dictaron la corrección, en nueva vista, confirmarán ó 
enmendarán el proveído suplicado; cuya resolución que 
recaiga es firme, si la providencia de que se suplicó se 
limita á advertir, encargar ó apercibir al Juez ó fuera 
condenatoria de costas ó mulla que no excedieren de 
quinientos pesos. 

Pasando de esta cantidad la providencia en la que en 
grado se suplicase por uno ú otro concepto de inulta ó 
costas, de confirmarse, es apelable ante el Tribunal Su¬ 
premo de Justicia. 

En los delitos que los propios Jueces cometan en el 
ejercicio de su Ministerio, son juzgados por la. Audiencia 
en primera instancia y en segunda por el citado Tribunal 
Supremo. En los que perpetren de índole común que no 
se refiere su comisión al desempeño de su cargo judicial 
se siguen las correspondientes causas criminales en di¬ 
cha primera instancia, por ante otro Juez cualquiera de 
la misma población si lo hubiere, ó bien por el de la 
provincia cuya capital esté más inmediata al punto de 
residencia del encausado, conociéndose en segunda ins¬ 
tancia por la Audiencia. 

Los pleitos civiles en (pie sean parte los Jueces como 
personas privadas, cualquiera que sea su cuantía y de 
los que les incumbía conocer por su naturaleza, se 
sustanciarán y decidirán por el de la provincia que esté 
más próxima á la residencia de aquellos, si en esta no 
hubiese otro Juez. 

Como queda indicado, los juzgados de primera ins- 
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tanda se hallan clasificados en tres clases; de entrada, 
ascenso y término. Para el ingreso en ellos además de 
requerirse ser español, de estado seglar, haber cumplido 
veinticinco años y ser abogado, se exige estar compren¬ 
dido en las categorías siguientes: l.° Promotores fiscales 
sustitutos durante tres años. 2." Promotores de entrada 
que lo hayan sido dos. d.° Abogados fiscales sustitutos 
durante uno. 4.° Abogados que hayan ejercido su pro¬ 
fesión con buena nota por espacio de cuatro. 5.° Haber 
sido registradores de la propiedad y 6.° Que se hubiere 
^desempeñado durante cuatro años, cargos para los cua¬ 
les sea necesario el título de abogado. 

Para ser nombrado Juez de ascenso. l.° Abogado con 
buena nota y seis años de ejercicio. 2.° Ser cesante del 
mismo grado. d.° Haber desempeñado en propiedad por 
espacio de dos años plazas del grado inferior inmediato 
ó por cuatro del siguiente á dicho inferior. 4.“ Si se hu¬ 
biere ejercido una Cátedra de la facultad de derecho por 
igual tiempo y con buena nota: y 5.° Haber ejercido 
cargos para los cuales fuera necesario el lílulode abogado 
por el mismo número de años. 

Para serlo de término. l.° Abogado con buena nota 
y ocho años de ejercicio. 2.” Ser ó haber sido Profesor de 
derecho por igual tiempo. H.° Haber ejercido por el mismo 
número de años, cargos para los cuales fuese necesario 
el título de Abogado. 

Está prohibido ser Juez en la. provincia en que se 
haya nacido ó fuera natural asimismo su muger, salvo 
el caso en que el nacimiento haya, sido accidental. Tam¬ 
poco en la que uno ú otra ejercieren cualquiera industria 
comercio ó grangeria, tuviesen bienes raíces ó él hubiese 
ejercido la Abogacía dos años antes del nombramiento 
ó sido subalterno del propio juzgado. 

En cada juzgado existe un Promotor Fiscal, y como 
las funciones que ejerce son las de que se trata en la 
siguiente Sección al hacerlo del Ministerio Fiscal, es- 
cusado es exponerlas en este lugar. 

En muchos de estos Juzgados de primera instancia 


existen Escribanos numerarios que además de la le pú¬ 
blica que desempeñan, son los que dan cuenta á los Jueces 
de los pleitos y causas, pudiendo sustituirse reciproca¬ 
mente en sus ausencias, enfermedades y ocupaciones 
perentorias; y aún si les rodean multitud de negocios de 
su oficio que les impidiere asistir personalmente á todos 
los actos en que su presencia sea necesaria, pueden pedir 
y obtener del Presidente de la lleal Audiencia, uno ó mas 
auxiliares que después de examinados, aprobados y ju¬ 
ramentados por (licbo Tribunal, ejerzan las funciones 
que su principal les delegue, pero entendiéndose que» 
lo verifican bajo la dependencia y responsabilidad de 
éste, que es quien también les remunera; sin perjuicio de 
la personal que contraiganen el caso de cometer delito. 

Para desempeñar tales oficios de Escribano, bién en 
calidad de propietarios ó en su defecto servidores del 
mismo, deberán reunir las cualidades de ser mayores de 
veinticinco años, no estar procesados criminalmente, 
haber obtenido rehabilitación si lian sido anteriormente 
condenados á pena aflictiva ó declarados fallidos; no ser 
deudores á fondos públicos como segundos contribu¬ 
yentes ó por alcance de cuentas y estar graduados de 
licenciado en jurisprudencia ó en su defecto examinados 
ó recibidos de Escribano. 

Cuando no existen los referidos Escribanos en los 
juzgados, desempeñan la fe pública los Jueces en unión 
con dos testigos que se les denomina acompañados ó 
de asistencia. 

Hay independientemente Notarios que como los Es¬ 
cribanos desempeñan la fe pública, si bien aquellos solo 
se refieren á dar esta en los contratos y demás actos 
judiciales, no obstante que por Soberanas disposiciones 
se concedieron facultades á los Presidentes de Audiencia 
para investirles de la fe judicial y así hacer más com¬ 
patible el decoro de su clase con los exiguos rendimientos 
«pie se observó-alcanzaban. 

En el año de 1874, se crearon en estas Islas diez No¬ 
tarías mas sobre las existentes, cuyos funcionarios habían 


ele residir dos en la Capital y uno en cada cual de los 
siguientes puntos: Passi, Albav, Pampanga, Bulacan, 
Pangasinan, Cagavan con la Isabela, Cebú é lloilo. Estas 
plazas se proveyeron por oposición en Madrid y por el 
Ministerio de Ultramar, en individuos españoles, mayores 
de veinticinco años, de buenas costumbres, sin impedi¬ 
mento ó dei'eclo tísico habitual para desempeñar cum¬ 
plidamente su cometido y que eran Abogados ó tenían 
aprobadoslosesludios académicos y cumplidos los demás 
requisitos prevenidos por las leyes y Reglamentos de la 
Península para la carrera del Notariado. 

Como la ley Notarial, sin duda por la constitución 
de estas islas, sus costumbres y legislación, no se lia 
podido aún hacer ostensiva á las mismas, pero cuya 
aplicación quizá no esté va lejano el dia en que tenga 
lugar, los Protocolos se llevan en la forma prevenida 
en los autos acordados de 19 de Diciembre del año de 
ltiOG: b de igual mes de 1798: 18 de Julio de 1789 y 12, 
del repetido mes de Diciembre de 1871; habiéndose dis¬ 
puesto recientemente en virtud de Real orden, que los 
protocolos pasados al archivo de la Audiencia por su¬ 
presión de Notaría, defunción ó impedimento del Notario 
encargado, se custodien á cargo del también Notario más 
antiguo por oposición que resida en Manila, al cual en 
su consecuencia se le han entregado bajo inventario y 
correspondiente acta. 
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Sección Tercera 


Tribunal Superior--A.udiencia. 


Las Audiencias Españolas que son Tribunales de Jus¬ 
ticia colegiados y compuestos de individuos logados, 
toman nombre del acto de oir á los que se presentaban 
en demanda de justicia, por lo que á aquellos se les de¬ 
nomina, Oidores ó Magistrados. 

En lo antiguo el mismo Rey en última instancia de¬ 
sempeñaba en persona este encargo, acompañado de los 
funcionarios de justicia que tuviera á bien llamar, pues 
consta que 1). Alfonso el Sabio cuyo excelso nombre es 
tan conocido por el Código de las siete Partidas, señaló 
tres dias en cada semana: después D. Alfonso XI dos, 
que quedaron reducidos á uno en las Cortes de 1348. 

El Rey D. Enrique II, en el año 1871, creó los Tribu¬ 
nales colegiados conocidos desde entonces con el nombre 
de Audiencias que representaban en la Administración 
de justicia á la persona del Monarca y que al tiempo de 
su creación debian componerse para la parte civil de 
siete Oidores, de los cuales tres Rabian de ser Obispos y 
los otros cuatro Letrados; y para la criminal se nom¬ 
braron ocho Alcaldes ordinarios de la Corle, señalando 
á lodos decorosos salarios ó sueldos y se les concedie¬ 
ron honores hasta gozar del Ululo de Consejeros Reales, 
usar distintivos de la Nobleza y desempeñar elevadas 
comisiones; lodo lo que constituía sólida garantía dé la 
rectitud y probidad en el desempeño de sus respectivos 
cargos. 

La Real Audiencia de estas Islas fué creada en 5 de 
Mayo del año de 1582, y era su Presidente el Gobernador 
Capitán general. Fué suprimida, próximamente á los siete 
años ó sea por Real cédula de 9 de Agosto de 1589, al 
observarse ([ue aún no era necesaria su misión, dado el 


corto período de tiempo que estas Islas fueron parte del 
territorio español, y que se hacia más preciso una or¬ 
ganización de carácter militar, como se llevó á electo, 
formándose con cuatrocientos hombres lo que en aque¬ 
lla época se denominó un Campo. Constituido éste, bien 
pronto se dieron órdenes para cercar de piedra y forti¬ 
ficar según arquitectura militar á la ciudad de Manila, 
empezándose á construir en su consecuencia la muralla 
que la rodea. En virtud de tal nueva organización, quedó 
solamente el oidor D. Pedro Roxas en concepto de te¬ 
niente y Asesor del Gobierno;-restableciéndose dicho Tri¬ 
bunal-Audiencia por Real cédula deán de Mayo de 1696, 
sin que desde entonces haya dejado de figurar entre las 
instituciones gubernamentales de este Archipiélago. 

La Sala de Gobierno como Real Acuerdo despachaba 
los votos consultivos que los Gobernadores Superiores, 
Presidentes, pedían en asuntos de gravedad y trascen¬ 
dencia, tratando además de todo lo relativo á su régimen 
esterior y acordando también las reglas á que debían 
atenerse los Jueces inferiores. Por Real Decreto de 4 de 
Julio de 1861, se suprimió dicho Real Acuerdo, limitán¬ 
dose las atribuciones de la Audiencia á la Administración 
de justicia. 

En toda época han respondido á tan altos fines los 
Magistrados de las Audiencias de España; y aún hoy ó 
sean cinco siglos después de su creación, conservan su 
mismo nombre, respetabilidad é importancia. 

El tiempo que hace sentir nuevas necesidades por los 
adelantos que en todas las ciencias se esperimentan, en 
las jurídicas han impreso aquellos tal carácter, que natu¬ 
ralmente han modificado la organización de los Tribuna¬ 
les de que se trata, pero sin desnaturalizar su antigua 
institución judicial como fundada en nuestras leyes y 
costumbres, que han venido dando tan beneficiosos re¬ 
sultados para la Administración de justicia. 

Por la agregación á España de las posesiones ultra¬ 
marinas, los Monarcas no pudieron demostrar mejor 
solicitud en favor de la buena organización judicial de 
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los nuevos territorios, que hacer ostensivos á los mismos 
la propia institución de los Tribunales de las Audien¬ 
cias. 

Esta de Manila se compone actualmente de dos salas: 
una que conoce de los asuntos de carácter civil y re¬ 
suelve las competencias de jurisdicción que en su terri¬ 
torio se promuevan, y otra que entiende de los negocios 
criminales. Cada una de estas Salas las constituye un 
Presidente y cuatro Magistrados y es el primero del Tri¬ 
bunal el nombrado por el Gobierno de S. M. que debe 
reunir la categoría de Presidente de Sala y es el encar¬ 
gado en comisión de la Presidencia del mismo. 

Ejerce este Tribunal Superior inspección sobre los 
Jueces inferiores, pudiendo pedirles los informes y noti¬ 
cias que estime necesarios referentes á las causas civiles 
ó criminales fenecidas y al estado de las pendientes; pre¬ 
venirles lo que convenga para su mejor y más pronto 
despacho y cuando haya justo motivo, censurarlos, re¬ 
prenderlos, apercibirlos, multarlos y aún formarles causa 
de oficio óá instancia departe por los retrasos, descuidos 
y abusos graves que cometieren. Esto, independiente¬ 
mente del conocimiento que tiene en la segunda instancia 
de los asuntos civiles y criminales que los Juzgados 
tienen el deber de remitir, bien en apelación ó en con¬ 
sulta; compitiéndola además otras atribuciones que las 
leyes preceptúan. 

Para ser nombrado Magistrado de Audiencia de entrada 
á cuya categoría pertenece la de Manila, se requiere. l.° 
Haber desempeñado en propiedad por espacio de dos años 
plazas del grado inferior inmediato, ó por cuatro, plazas 
del grado siguiente al inferior inmediato, ó por seis, del 
grado que sigue á este. 2 .° Haber ejercido por diez años 
la profesión de Abogado en Tribunales Superiores, pa¬ 
gando una de las dos primeras cuotas de contribución. 
3." Ser ó haber sido Catedrático de derecho de gran 
nota y haber desempeñado la Cátedra por igual número 
de años. 4." Haber prestado señalados servicios en la 
formación de Códigos, ó en alguna otra comisión de im- 
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porlancia, para cuyo desempeño se requieren vastos co¬ 
nocimientos de derecho. 

Se exige para ser nombrado Presidente de Sala de esta 
Audiencia, haber desempeñado por dos años el cargo 
inferior inmediato, proveyendo el Gobierno libremente 
las Presidencias de las Audiencias en cesantes del mismo 
grado ó entre los funcionarios que sirvan ó hayan servido 
el cargo inferior inmediato. Tales Presidentes de las Au¬ 
diencias oyendo el Tribunal pleno, está prevenido remitan 
á la aprobación delGobiernocon la anticipación necesaria 
una lista de los que hayan de suplir por los Magistrados 
en vacante de oí icio, impedimento ó falta de propietario 
durante el año siguiente, entrando á ejercer estos suplen¬ 
tes su encargo por turno y según el orden en que 
estuvieren inscritos sus nombres en las listas, sin que 
puedan ser llamados sino páralos asuntos de justicia 
y cuando la escasez de dichos Magistrados propietarios 
ó la aglomeración de negocios haga indispensable su 
auxilio á juicio del Presidente. 

Ministerio Fiscal. —Esta institución tan importante 
como que vela por el orden judicial cual necesario fuere 
para que no quede desatendida la acción pública y 
abandonados al azar muchos intereses sociales, es repre¬ 
sentada en la Audiencia por el Fiscal de S. M. y tiene 
por auxiliares á un Teniente Fiscal y cuatro Abogados 
Fiscales, además de los Promotores de los Juzgados de 
primera instancia. 

Corresponde á este Ministerio, promover la obser¬ 
vancia de las Leyes que determinan la competencia de 
los Tribunales y Juzgados, de los Reglamentos y Orde¬ 
nanzas relativas á la Administración de justicia; defender 
al Estado cuando sea parle en los juicios civiles comunes 
é interponer su oficio en los pleitos y causas que interesen 
al mismo, á los pueblos, establecimientos públicos de 
instrucción y beneficencia; á los menores y á los au¬ 
sentes ó impedidos de administrar sus bienes ó de com¬ 
parecer por sí en juicio; entablar y proseguir de oficio 
recursos de casación contra los fallos de los Tribunales 
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á íin de mantener la observancia de las leyes; denunciar 
con arreglo á éstas los delitos ó faltas que se cometieren 
y acusar á los delincuentes con celo é imparcialidad; vi¬ 
gilar sobre el régimen interior de las Cárceles y buen 
tratamiento de los presos, haciendo al intento las gestiones 
oportunas ante la autoridad competente y celar sobre la 
ejecución de las penas impuestas por los Tribunales, vi¬ 
sitando al electo los establecimientos donde se hallen 
los rematados ó sufran sus condenas. 

Compete al Fiscal de S. M. en la lleal Audiencia, dirijir 
por sí mismo los negocios más importantes de su olido, 
encargando el despacho de los demás al Teniente y Abo¬ 
gados Fiscales, dándoles instrucciones generales y es¬ 
peciales conducentes al mejor servicio; dar también 
instrucciones á los Promotores Fiscales de los Juzgados, 
responder á sus consult as y hacerles todas las indicaciones 
y prevenciones convenientes para el cumplimiento de su 
obligación; recibir las comunicaciones oficiales que se le 
dirijan para el seguimiento por sí ó por sus subordinados 
de los negocios en que tengan interés el Estado ó la Ha¬ 
cienda pública; representar al Gobierno de S. M. por 
medio de su inmediato Superior en lodo caso que ofreciere 
duda de ley con el íin de provocar las aclaraciones opor¬ 
tunas para lo sucesivo, como igualmente lo que estimare 
necesario respecto á la misma bey. Decreto ó Real orden 
que á él ó al Tribunal se le comunicare; informar al íin 
de cada año al Gobierno sobre el concepto que sus subor¬ 
dinados le merecieren, proponiendo en caso necesario 
las recompensas ó medidas gubernativas á que se hayan 
hecho acreedores y le corresponde también dar cuenta al 
Gobierno, de las vacantes que ocurrieren en el Ministerio 
público, de los nombramientos que hiciere de Tenientes, 
Abogados, Fiscales y Promotores sustitutos,los que pon¬ 
drá asimismo en conocimiento del Gobernador Superior 
Civil y de la Audiencia. 

El Teniente y Abogados Fiscales, ejercen la acción pú¬ 
blica en su propio nombre bajo la dirección y responsa¬ 
bilidad del Fisca 1 que habrá de rubricar sus escritos. 
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En uno y otros son de su cargo; oir notificaciones; 
llevar la palabra del Ministerio público en los negocios 
que les sean encomendados; concurrir por delegación de 
su referido Jefe á las visitas de Cárceles que practique la 
Audiencia y en caso de enfermedad, incompatibilidad ó 
ausencia del mismo ó vacante de su oficio, al Teniente 
Fiscal le compele sustituirle y á falta de este á los Abo¬ 
gados Fiscales por el orden de antigüedad. 

En el despacho de los asuntos se arreglan á las ins¬ 
trucciones que reciben del propio Fiscal de S. M. y no 
salvan su responsabilidad,si antes de ejecutarlas nolehu- 
bieren propuesto los inconvenientes que recelen de su 
cumplimiento. Si apesar desús observaciones, insistie¬ 
sen, es su obligación obedecer sin réplica, dando cuenta al 
Gobierno por conducto del Presidente de esta Audiencia. 
Asi se garantiza la unidad del criterio que exige la elevada 
institución del Ministerio público,quedando no obstan tea 
á salvo la particular opinión que en un determinado 
asunto pueden tener cada uno de los que la representan. 

Los Promotores Fiscales de los Juzgados de primera 
instancia, de los que como se ha dicho en la anterior 
sección, ejercen el Ministerio público en los Juzgados de 
primera instancia, el desempeño de éste es por con¬ 
siguiente dentro de la demarcación del misino, obrando 
de acuerdo con su Jefe inmediato en todos los casos 
graves que ocurrieren; por lo que es su deber, dar cuenta 
de los delitos y faltas de que tengan conocimiento y 
respecto á los cuales pidan formación de causa; de todos 
los procesos en que se les conceda Audiencia como parles 
y de cuantos hechos y casos estimasen oir las preven¬ 
ciones del mismo. Interpondrán en tiempo y forma los 
recursos que procedieren en los negocios en que sean 
parles, salvo la decisión de su referido Jefe sobre su ul¬ 
terior seguimiento, del que observará con exactitud sus 
instrucciones y aunque se arreglen á ellas no libran su 
responsabilidad sino en la forma que queda expresada al 
tratar del Teniente y Abogados Fiscales. 

El nombramiento de Fiscal de la Audiencia, recae en 
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cesantes del mismo cargo; en funcionarios que sirvan 
ó hayan servido el cargo inferior inmediato, ó en Aho¬ 
gados de reputación que hubiesen ejercido por doce años 
en Tribunales Superiores, y pagado una de las primeras 
cuotas de contribución, ó Catedráticos de derecho con 
buena nota y el mismo tiempo de profesorado. 

Cara optar á ser nombrado Teniente Fiscal ó Abogado 
Fiscal, se requiere: llevar de ejercicio en la abogacía ocho 
años y con buena nota: ser ó haber sido Profesor de de¬ 
recho por igual tiempo, ó desempeñado por el mismo 
número de años cargos, para los cuales fuere necesario 
el Ululo de Abogado. 

En el ingreso para promotores fiscales de entrada, se 
necesita haberlo sido sustituto durante un año ó Abogado 
con buena nota y dos años de ejercicio. Para serlo de as¬ 
censo, hallarse comprendido en cualquiera de las cate¬ 
gorías exigidas para el ingreso en la carrera judicial y 
para poder ser nombrado de término se exigen las mis¬ 
mas condiciones que se expresaron al tratar de las que 
se requieren para ser Juez de ascenso. No podrá ejercer 
al lado del Juez con quien le una parentesco dentro del 
cuarto grado de consanguinidad ó segundo de alinidad. 

Son subalternos de las Audiencias los Relatores, que 
tienen que ser letrados y es su deber hacer relación de 
las causas y pleitos, existiendo cuatro en esta Audiencia 
de Manila, que alternan en sus funciones en las dos Salas 
de que se ha indicado se compone. 

También lo son los Escribanos de Cámara que asi¬ 
mismo tienen que ser letrados, de los que hay dos y es su 
deber asistir á las Salas para la sustanciacion de los 
negocios ó sea para recibir los pedimentos y expedientes, 
dar cuenta de ellos, estender los autos ó decretos y espedir 
los despachos ó provisiones que se ordenan para su 
ejecución. 

Se hallan además establecidos Procuradores que tanto 
en el Tribunal Superior de que se trata, como en el inferior 
de los Juzgados, por precisión tienen que valerse de ellos 
los litigantes para representarlos en juicio, salvo los 


— 31 — 


casos en que la ley autorice á estos para defenderse por sí 
6 por persona determinada. 

Ultimamente, existe el Secretario que por el carácter 
gubernativo que representa, se menciona con indepen¬ 
dencia de los demás funcionarios, pero que complementa 
el Tribunal de la Audiencia y que lo es de este constituido 
en pleno, de la Sala de gobierno y de la Presidencia. 
Necesita ser Letrado y entiende en los negocios guber¬ 
nativos del propio Tribunal, sin que directa ni indirec¬ 
tamente intervengan en los que lo sean de índole 
contenciosa másqueparadarles el curso correspondiente. 
Lleva los libros en los que registra los Reales Decretos, 
órdenes Superiores y demás oficios que el Presidente le 
entrega para dar cuenta á la Audiencia en pleno pasando 
á las Escribanías de Cámara lo que corresponda para co¬ 
nocimiento de las Salas respectivas; registra las consultas 
que se hacen antes de dirigirlas á la Superioridad, de 
cuyas resoluciones que recaigan también bis comunicará 
por medio de certificación á dichos Escribanos de la Sala 
donde radiquen los antecedentes de la misma; sienta el 
turno de los Magistrados que deben asistir á las visitas 
semanales de cárceles, é igualmente el de los Escribanos 
de Cámara que deben llevar el libro de asistencias y 
también anota con la detención conveniente el acta de 
juramento y la copia de los títulos de los Magistrados, 
Fiscales y demás funcionarios. Trascribe á letra todos 
los acuerdos ó providencias de caráctergeneral adoptados 
por el Tribunal pleno en asuntos sobre los cuales no 
se hayan instruido expedientes y como encargado ade¬ 
más del Archivo de la Audiencia, cuida de custodiar en 
debido orden, integridad y esmero los procesos y cuantos 
papeles existen en él, de los que forma los índices cor¬ 
respondientes y no espide certificación ni copia alguna 
sin orden previa de la Audiencia ó de sus Salas; siendo 
de advertir por último, que en todos los actos públicos 
á que con dicho Tribunal concurre, precede á los Rela¬ 
tores y demás dependientes. 

El Gobernador general de estas Islas, que ejerce sobre 


lodos los ramos del servicio público del Estado alia ins¬ 
pección y que por las Leyes se le tienen conferidas fa¬ 
cultades extraordinarias, entre estas, y con respecto al 
de Administración de justicia, resalta como lamas im¬ 
portante la de la gracia de indulto que de antiguo viene 
concedida por las Leyes de Indias á las Autoridades Su¬ 
periores de las provincias de Ultramar. 

En virtud pues de tan preciosa prerogativa puede 
indultar de la pena capital impuesta por los tribunales 
y también de oirás en casos extraordinarios, en que la 
tranquilidad pública exija que se haga uso de dicha fa¬ 
cultad y en los de incomunicación con la Península, 
siempre prévio informe del Juez 6 tribunal sentenciador 
y el Voto consultivo del Consejo de Administración y 
dando luego cuenta documentada al Gobierno de S. M 

En los demás casos queda reducido tal derecho de 
gracia, á suspender la ejecución de la sentencia, á oir el 
voto consultivo del referido cuerpo administrativo y 
proponer y recomendar el indulto al Gobierno de S. M. 
en exposición motivada y documentada. 

Cuando por la gravedad y circunstancias délos mismos 
casos, considere la propia Autoridad Superior que és con¬ 
veniente ejercer tal prerogaliva de indulto sin someterse 
á las prescripciones que quedan consignadas, puede veri¬ 
ficarlo haciendo uso de jas facultades que se le concede 
por Soberana disposición, sin quedar sujeto á otra res¬ 
ponsabilidad que laque el Gobierno pueda exijirlepara 
asegurar el bueno y leal desempeño de su elevado cargo. 

Con arreglo á las propias facultades derivativas de la 
mencionada alta inspección que se tienen concedidas á los 
Gobernadores Generales, pueden disponer la formación de 
causa contra los Jueces locales, los de primera instancia y 
proponer por justos motivos al Gobierno de S. M. que la 
mande formar á Magistrados de la Real Audiencia. 




Sección Cuarta 


Del Supremo tribunal de justicia 


Corresponde á tan elevado Tribunal con relación á los 
asunlosjudiciales del Territorio delaAudienciade Manila^ 
conocer en segunda y últimainslancia, lanío de las causas 
formadas y de los recursos de responsabilidad enlabiados 
con Ira los Jueces inferiores que dicha Audiencia le re¬ 
mite en apelación, como de los de queja que por no 
haberles otorgado la alzada formúlenlos referidos Jueces: 
conocer en primera instancia con súplica en sus casos 
para ante distinta Sala del mismo Tribunal, de las causas 
que se formen á los Presidentes, Magistrados ó Fiscal de 
la Audiencia por faltas ó delitos cometidos en el desem¬ 
peño de sus funciones judiciales y de los recursos de 
responsabilidad que se enlabiaren contra los mismos, 
por infracción terminante de las Leyes. Conoce igual¬ 
mente de los recursos de casación que en negocios civiles 
se entablen contra sentencias ejecutorias déla Audiencia 
con arreglo á las Leyes, fallando sin ulterior progreso en 
los mismos cuando encontrare haber lugar á la casación. 

Procede el recurso de casación en tales asuntos de 
carácter civil, por violación de Ley expresa y vigente en 
Indias ó de una doctrina legal recibida á falta de ley pol¬ 
la jurisprudencia de los Tribunales relativa al fondo ó 
sustancia de la cuestión resuelta por el fallo que se pre¬ 
tenda anular y por haberse infringido las leyes del 
enjuiciamiento en los casos marcados por derecho. 

Para que el recurso fundarlo en quebrantamiento de 
ley ó doctrina jurídica pueda ser admitido, se requiere 
que la cuantía del pleito pase de tres mil pesos y la 
sentencia no sea dictada por unanimidad de votos, ó aún 
cuando lo sea si revoca la anterior en parle sustancial, ó 
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que la cuantía de la lilis pase de cinco mil, aunque la. 
sentencia sea confirmada por unanimidad. 

El basado en infracción de las leyes de procedimien¬ 
tos, solo puede admitirse por delecto de emplazamiento 
en tiempo y forma de los que deban ser citados á juicio; 
por falla de personalidad ó poder bastante de los litigantes 
á comparecer en el mismo; por defecto de citación para 
prueba ó definitiva y para toda diligencia probatoria; por 
no haberse recibido el pleito aprueba,debiéndose recibir, 
ó no haberse permitido á las parles hacer la que les con¬ 
venia siendo conducente y admisible; por no haberse 
notificado el auto de prueba ó la sentencia de primera ó 
segunda instancia, según su caso, en tiempo y forma; 
por haberse denegado el recurso de súplica en los casos 
que procede; por no haber concurrido á la votación del 
fallo el número de Magistrados que las leyes designen ó 
no haberse reunido para dictarle el número devotos con¬ 
formes que para su validez se requiere por derecho, y 
por incompetencia dejurisdiccion siempre que la nulidad 
en dichos casos se haya reclamado antes de que recayere 
sentencia en la instancia respectiva y que la reclamación 
no haya surtido electo, ó bien, que la nulidad pedida y 
desatendida en una instancia, pudiese subsanarse en la 
ulterior, en cuyo caso deberá reclamarse de ella. 

No tiene lugar el recurso de casación en lo que res¬ 
pecta á negocios judiciales sentenciados por esta Audien¬ 
cia, en las causas criminales, en los juicios ejecutivos, 
en los plenarios de posesión, cuya cuantía no pase de 
veinte mil pesos, en los demás asuntos que no se litigue 
por cantidad mayor de tres mil y en el caso de que con¬ 
formes las partes en el derecho versare la cuestión sobre 
hechos. 
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Sección Quinta 


Jurisdicciones especiales 


Por Decreto del Gobierno Supremo de la Nación de 1." 
de Febrero del año 1801), se ordenó la refundición de los 
fueros especiales en el ordinario en las provincias de Ul¬ 
tramar; comunicándose tal disposición al Gobernador 
Superior de estas Islas en 19 del mismo y cuya Autoridad 
dispuso su cumplimiento en 1." de Junio de dicho año, 
quedando en suspenso lo que se refiere á causas crimina¬ 
les por delitos comunes cíe los eclesiásticos, hasta que 
recayese resolución definitiva en la consulta que con la 
propia fecha dirigía al Poder Supremo. 

Obedeciendo tan importante medida de unificación á 
evitar los entorpecimientos que en la marcha de la ad¬ 
ministración de justicia ofrecía la diversidad (le fueros, se 
consiguió desaparecieran tales dificultades originadasde 
los diferentes conflictos de jurisdicción que daban lugar 
á las numerosas competencias que se suscitaban, las más 
de las veces en perjuicio de los reos, que por este motivo 
tenían que sufrir más tiempo de prisión del que debieran 
si los procedimientos hubieran seguido su curso ordina¬ 
rio, é imposibilitaban además la formación de una uni¬ 
forme é ilustrada jurisprudencia, pues que en muchas 
ocasiones se pronunciaban fallos contradictorios en idén¬ 
ticos asuntos en desprestigio de la Ley y de los Tribuna¬ 
les. Semejante refundición no podía ser no obstante en 
absoluto, por tenerse presente que se cometían hechosque 
debían ser siempre ajenos á la jurisdicción ordinaria, ya 
por su naturaleza ya por su especial tramitación y cuyo 
privativo conocimiento se debía reservar á las juris¬ 
dicciones de Guerra y de Marina, máxime teniéndose 
en cuenta también que sin procedimientos en ciertos 




casos de carácter sumarisimos y sin castigos diferentes 
de los establecidos por la legislación comnn, no podría 
conseguirse que la fuerza armada cumpliera con los 
importantes fines que su organización requiere; y para 
ello se lia establecido la determinada competencia de 
las jurisdicciones de Guerra y Marina en los siguientes 
casos. 

1. " En el conocimiento de las causas criminales por 
delitos cometidos por militares y marinos de todas clases 
en activo servicio, excepto de los que fueren perpetrados 
en tierra por la gente de mar y por los operarios de los 
Arsenales, Astilleros, fundiciones, fábricas y parques de 
Marina, Artillería é Ingenieros, fuera de sus respectivos 
establecimientos y de los ejecutados contra la seguridad 
interior del Estado y del orden público, cuando la rebe¬ 
lión y sedición no tuvieren carácter militar; de los de 
atentado y desacato contra la Autoridad, tumultos ó 
desórdenes públicos y sociedades secretas; de los de falsi¬ 
ficación de sellos, marcas, monedas y documentos pú¬ 
blicos; de los de robo en cuadrilla, adulterio y estupro; 
délos de injuria y calumnias á personas que no sean 
militares; de los de defraudación de los derechos de 
Aduanas y contrabando de géneros estancados ó de ilícito 
comercio cometidos en tierra y de los perpetrados por los 
militares antes de pertenecerá la milicia, estando de baja 
en ella durante la deserción, ó en el desempeño de algún 
destino ó cargo público de cuyos delitos lodos, solo com¬ 
pele conocer á la jurisdicción ordinaria. 

2. ° De los delitos de traición que tengan por objeto 
la entrega de una plaza, puesto militar,buque del Estado 
arsenal ó almacenes de municiones de boca ó guerra al 
enemigo. 

3. ° De los delitos de seducción de tropa Española ó 
(pie se halle al servicio de España, para que deserte de sus 
banderas en tiempo de guerra ó se pase al enemigo. 

4. ° De los delitos de espionage, insulto á centinelas, 
salvaguardias y tropa armada, atentado y desacato á la 
Autoridad militar. 
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• >.° De los delitos de seducción y auxilio á la deser¬ 
ción en tiempo de paz. 

(>■“ De los delitos de robo de armas, pertrechos, mu¬ 
niciones de boca y guerra 6 electos pertenecientes á la 
Hacienda militar, en los Almacenes, cuarteles, Estable¬ 
cimientos militares, arsenales y buques del Estado y del 
de incendio cometido en los mismos parajes. 

7. " De los delitos cometidos en plazas sitiadas por el 
enemigo que tiendan á alterar el orden público ó á com¬ 
prometer la seguridad de las mismas. 

8. ” De los delitos que se cometan en los Arsenales 
del Estado contra el régimen interior, conservación y 
seguridad de estos establecimientos. 

9. “ De los delitos y tallas comprendidos en los bandos 
que con arreglo á ordenanza puedan dictar los Generales 
en Jete de los Ejércitos. 

10. De los delitos cometidos por los prisioneros do 
guerra y personas de cualquiera clase, condición y sexo 
que sigan al Ejército en campaña. 

11 ■ De los delitos, de los asentistas que tengan rela¬ 
ción con sus asientos y contratas. 

12. De las causas por delitos de cualquiera clase co¬ 
metidos á bordo de las embarcaciones mercantes, asi 
nacionales como extranjeras, de las de presas, represa¬ 
lias y contrabando marítimo, naufragios, abordajes y 
arribadas. 

13. De las faltas especiales que se cometan por los 
militares en el ejercicio de sus funciones, 6 que afecten 
inmediatamente el desempeño de las mismas. 

14. De las infracciones de las reglas de policía de las 
naves, puertos, playas y zonas marítimas, de las orde¬ 
nanzas de Marina y reglamentos de pesca en las aguas 
saladas del mar. 

En cuanto á la jurisdicción eclesiástica, conoce de las 
causas Sacramentales, beneficíales y de los delitos ecle¬ 
siásticos con arrreglo á lo que disponen los Sagrados 
(amones, de las causas de divorcio y nulidadde matrimonio 
según lo prevenido en el Santo Concilio de Trento; 
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correspondiendo entender á la jurisdicción ordinaria, de 
los delitos que cometan dichos eclesiásticos, calibeados 
de atroces ó graves, asi como de otros que la Ley exceptúa 
como son, los de contrabando ó defraudación é igual¬ 
mente que de las incidencias sobre depósito de la muger 
casada, alimentos lilis, expensas y contravenciones á los 
bandos sobre juegos prohibidos. 


Sección Sexta 


Del traje, insignias y tratamiento <le los fun¬ 
cionarios ele la -Administración ríe «J usticia 


Por terminación de esta memoria dedicada á la Ex- 
posicion Colonial de Anislerdan, y para manifestar el 
respeto y severidad queenel ejerciciodelaAdministracion 
de Justicia exige la Ley, se pasa á dar una idea del traje é 
insignias con que és representada aquella por los fun¬ 
cionarios de los Tribunales de estas Islas, y que lo es 
hoy del mismo modo que por los de la Metrópoli. 

Como traje de ceremonia usan los Jueces de primera 
instancia, Promotores Fiscales, Magistrados, Fiscal de la 
Audiencia, Teniente y Abogados Fiscales, delatores, Es¬ 
cribanos de Cámara y Secretario de Gobierno de esta 
Audiencia, la toga y birrete negro de seis lados, llevando 
dichos Magistrados y Fiscal de la misma en las mangas 
delaprimera, unas vueltasdeencajedenominadas general¬ 
mente vuelillos, asi como una medalla de oro pendiente 
de uncordon del propio metal y con la diferencia respecto 
á esta insignia, que en la de los primeros se hallan gra¬ 
vadas las armas de España y la palabra «Justicia» con 
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sus atributos, que son la balanza y espada y en la del 
segundo,contiene además la inscripción que dice «Minis¬ 
terio Fiscal.» 

Los demás funcionarios del orden judicial y fiscal, 
incluso los Promotores, usan asimismo medalla, pero 
de plata, pendiente de igual cordon y con la distinción 
en los últimos de expresarse en ella el Ministerio que 
ejercen. 

Para los actos de gran ceremonia, tanto los Magistrados 
y Fiscal como los Jueces, Teniente y Abogados fiscales, 
sobre la toga llevan estos últimos una placa de plata y 
aquellos de oro con la manifestación en una y otra, en¬ 
cima de esmalte azul, de los atributos descritos. 

En los actos que no sean del servicio, podrán llevarse 
las respectivas insignias mencionadas, pero colocadas 
al lado izquierdo del pecho, pendiente la medalla de una 
cinta negra con Filetes de oro ó de plata, según la clase 
á que se pertenezca; usando además los Magistrados y 
Fiscal, el bastón con borlas de oro y negro, ó de plata 
también con negro, si fuera Juez. 

El Secretario de Gobierno lleva del mismo modo el 
traje y medalla de los Jueces, á no ser que tenga los 
honores de Magistrado, como sucede con el de esta Au¬ 
diencia, en cuyo caso puede usar las insignias del mismo. 

Por último, el Presidente del Tribunal tiene el trata¬ 
miento de IlnstHsimo: los Magistrados el de Señoría y 
la Audiencia en cuerpo y cada una de sus Salas, el de 
Excelencia. 
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